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SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE VEJEZ / TASA DE REEMPLAZO / REAJUSTE PENSIONAL
TASA DE REEMPLAZO – Monto máximo en función de las semanas adicionales cotizadas.
… los afiliados que obtienen una tasa de reemplazo inicial inferior al 65% pueden incrementar el porcentaje con semanas adicionales a las mínimas requeridas, hasta llegar al monto máximo del 80% del ingreso base de liquidación, pues, de lo contrario, la norma no surtiría ningún efecto, ya que con sólo 500 semanas adicionales no se alcanza el monto del 80% del ingreso base de liquidación, que es el máximo que permite la norma. 

… Por otro lado, nótese que el incremento de la tasa de reemplazo en un 1.5% del ingreso base de liquidación, por cada 50 semanas adicionales a las mínimas requeridas, corresponde a una forma de estimular el trabajo productivo, como valor fundante del Estado Social de Derecho (…) Como quedó visto, la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003 y el Acto Legislativo 01 de 2005, adoptaron unas reglas con el propósito de evitar distorsiones en el monto de las pensiones que reconoce el régimen de prima media con prestación definida, así: i) una tasa de reemplazo para la pensión de vejez calculada con una fórmula decreciente en función del nivel de ingresos de cotización; ii) un incremento del monto de la pensión en función del número de semanas cotizadas, adicionales a las mínimas requeridas; iii) un monto máximo de la pensión de vejez, que no podrá ser superior al 80% del ingreso base de liquidación; iv) un límite a la base de cotización de 25 salarios mínimos legales, sin perjuicio del aumento hasta de 45 smlmv; y v) la prohibición de pensiones superiores a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (…) En ese contexto, queda evidenciada la trasgresión impartida por el Tribunal al artículo 34 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 10 de la Ley 797 de 2003, lo que le impidió comprender que el precepto contempla un monto máximo de la pensión de vejez del 80% del ingreso base de liquidación, sin consideración al número de semanas necesario para alcanzar ese tope, pues ello se obtiene de la fórmula general sobre la equivalencia de semanas de cotización a los puntos adicionales a los límites mínimos de la pensión. En estas condiciones, dada la prosperidad del primer cargo la Sala se releva de estudiar el segundo, por lo que se casará la sentencia confutada y, por ello, no hay lugar a la imposición de costas

Radicación No.:

66001-31-05-005-2023-00223-01
Proceso:

Ordinario laboral
Demandante:

Jairo Orlando Otalora Cendales
Demandado:

Colpensiones 
Juzgado de origen: 
Quinto Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrada ponente:
Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA 
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Pereira, Risaralda, veinticinco (25) de febrero de dos mil veinticinco (2025) 
 Acta No. 24 del 20 de febrero de 2025
La Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN como Ponente, OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por JAIRO ORLANDO OTALORA CENDALES en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES.
PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesto en favor de COLPENSIONES, y el recurso de apelación interpuesto por la misma entidad en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 20 de noviembre de 2024, previo lo siguiente:
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
En lo que interesa a la alzada y al grado jurisdiccional de consulta en favor de COLPENSIONES, se tiene que el señor JAIRO ORLANDO OTALORA CENDALES persigue que se condene a COLPENSIONES a reajustar su pensión en cuantía del 80% del IBL calculado por la entidad demandada en la Resolución SUB 259987 del 20 de septiembre de 2022 y a pagar los intereses moratorios sobre el valor de las diferencias o, en subsidio de estos, la indexación.
Como sustento de lo peticionado, relata que nació el 18 de junio de 1957; que estuvo afiliado al RPM entre el 26 de septiembre de 1977 y el 31 de agosto de 2018; que en toda su vida alcanzó a cotizar 2.013 semanas y; que el 27 de agosto de 2019 solicitó ante COLPENSIONES la pensión de vejez, misma que le fue reconocida mediante Resolución SUB 282485 del 15 de octubre de 2019 a partir del 01 de noviembre de 2019 en cuantía de $6.321.616 resultado de un IBL de $8.379.661 y una tasa de remplazo del 75.44%.
Refiere que el 02 de junio de 2022 solicitó el reajuste de su pensión a partir del 01 de septiembre de 2019, frente a lo cual, mediante Resolución Sub 259987 del 20 de septiembre de 2022, COLPENSIONES reconoció el retroactivo pensional desde la fecha solicitada, pero negó el reajuste, al considerar que el monto 75.44% es acorde a lo reglado por el art. 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por la Ley 797 de 2003. Esta decisión fue confirmada a través de la Resolución DPE 15526 del 07 de diciembre de 2022.
La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES se opuso a las pretensiones del gestor de la litis argumentando que el monto de la pensión reconocida correspondió a la aplicación de la fórmula dispuesta en el art. 34 de la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003, en razón a las 2.013 semanas cotizadas, por lo que, al estudiar la solicitud de reliquidación no encontró diferencias en valor del accionante. Como excepciones de fondo propuso: “prescripción y caducidad”, “inexistencia del derecho y de la obligación por falta de reunir los requisitos legales”, “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “cobro de lo no debido”, “buena fe”, “imposibilidad de condena en costas” y “declaratoria de otras excepciones”. 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primera instancia declaró no probadas las excepciones propuestas por COLPENSIONES y, en su lugar, declaró que el señor JAIRO ORLANDO OTALORA CENDALES tiene derecho al reconocimiento de la pensión de vejez conforme a la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003, a partir del 01 de septiembre de 2019, en cuantía de $6.703.729, misma que para el año 2024 equivalía a $9.242.199.
En consecuencia, condenó COLPENSIONES a pagar en favor del demandante la suma de $29.374.692 por concepto de diferencias causadas entre el 01 de septiembre de 2019 y el 31 de octubre de 2024, suma de la cual autorizó a la demandada descontar el porcentaje correspondiente al sistema de salud.
Seguidamente condenó a COLPENSIONES a indexar las diferencias pensionales y, finalmente, le impuso a la administradora pensional las costas procesales en un 80%.
Para arribar a tal determinación consideró, una vez descartada la posibilidad de aplicación el Acuerdo 049 de 1990 en virtud del régimen de transición para así aplicar una tasa de remplazo superior, que, conforme al más reciente criterio de la Corte Suprema de Justicia, vertido en la sentencia SL810 de 2023, el art. 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 10 de la Ley 797 de 2003 no consagra una limitación en el número de semanas adicionales a las mínimas para alcanzar el porcentaje máximo del 80%, puesto que aplicar la fórmula decreciente también para establecer el monto máximo resultaría en un desacierto que desestimularía la prolongación de la cotización al sistema y se disminuiría el tiempo de recaudación.
Así, encontró que como el actor cuenta inicialmente con una tasa de reemplazo del 60.44% y cotizó un total de 2012.71 semanas, de las cuales 712.21 superan las mínimas requeridas, el incremento del monto pensional debía corresponder a 21%, obteniéndose una tasa del 81.44% que, al superar el límite máximo definido en la norma, debe ser ajustada a 80%. De acuerdo con ello, al aplicar dicho porcentaje al IBL establecido por COLPENSIONES en sede administrativa -$8.379.661-, obtuvo como resultado una primera mesada pensional de $6.703.729, superior en $382.113 a la reconocida por la administradora pensional.
En ese orden, determinó que es procedente ajustar la prestación y ordenar el pago de las diferencias de forma retroactiva a partir del 01 de septiembre de 2024, sin que ninguna suma se hubiera visto afectada por el fenómeno prescriptivo, en la medida que la obligación se hizo exigible con la notificación de la resolución que le reconoció la pensión el 15 de diciembre de 2019, el actor solicitó el reajuste el 02 de junio de 2022 e impetró la demanda el 15 de febrero de 2023.

En cuanto a los intereses moratorios, concluyó que los mismos no proceden por cuanto COLPENSIONES al resolver las solicitudes en vía administrativa se amparó en la normatividad y jurisprudencia vigente, en el entendido que el cambio de criterio sobre la forma de calcular la tasa de reemplazo bajo la Ley 797 de 2003 fue posterior al reconocimiento pensional.
3. RECURSO DE APELACIÓN Y PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
Ambas partes recurrieron la sentencia de primera instancia. El demandante limita su inconformidad en la falta de reconocimiento de intereses moratorios, argumentando que la pensión se liquidó conforme a los artículos 34 y 10 de las leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, respectivamente, mismos que no han sufrido modificaciones recientes y, en todo caso, el fundamento en sede administrativa para no aumentar el monto es un criterio de la Vicepresidencia Jurídica y Doctrinal de la misma entidad, más no una sentencia o pronunciamiento jurisprudencial. 
Por su parte, COLPENSIONES reprocha la decisión, indicando que la tasa de reemplazo aplicada al IBL del actor es la máxima posible conforme a la normatividad -75.44%- y, por ello, no hay lugar a la reliquidación pretendida, en el entendido que por más de 20 años ha sido pacifico el criterio en cuanto a la interpretación del alcance de la formula establecida en la Ley 797 de 2003.
Finalmente, como quiera que la decisión de primer grado fue desfavorable para los intereses de COLPENSIONES, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN/ CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

Dentro del término conferido para presentar alegatos, ninguna de las partes hizo uso de su derecho.

5. Problema jurídico por resolver

Le corresponde a la Sala determinar si hay lugar incrementar la tasa de reemplazo hasta un 80% sobre el IBL establecido por COLPENSIONES y, en caso afirmativo, si es proceden los intereses moratorios.
 
6. Consideraciones
  
6.1. De la tasa de reemplazo dispuesta en el art. 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el art. 10 de la Ley 797 de 2003.

Como es bien sabido, el artículo 10 de la Ley 797 de 2003 modificó el artículo 34 de la Ley 100 de 1993, incorporando a partir del 01 de enero de 2004, una formula decreciente para establecer el monto de la pensión de vejez, así:
“El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas de cotización requeridas, será del equivalente al 65%, del ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho porcentaje se calculará de acuerdo con la fórmula siguiente:
r = 65.50 - 0.50 s, donde:

r = porcentaje del ingreso de liquidación.

s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes.
A partir del 2004, el monto mensual de la pensión de vejez será un porcentaje que oscilará entre el 65 y el 55% del ingreso base de liquidación de los afiliados, en forma decreciente en función de su nivel de ingresos calculado con base en la fórmula señalada. (…)
A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas requeridas, el porcentaje se incrementará en un 1.5% del ingreso base de liquidación, llegando a un monto máximo de pensión entre el 80 y el 70.5% de dicho ingreso, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, calculado con base en la fórmula establecida en el presente artículo. El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del ingreso base de liquidación, ni inferior a la pensión mínima”.
Por casi dos décadas, esta disposición había sido interpretada en el sentido de que las semanas adicionales a las mínimas requeridas, que permitían aumentar el monto de la prestación se limitaban a 500, toda vez que con ellas se obtenía un incremento del 15% que al ser sumado al 65% y 55% como base de la fórmula, se obtiene el monto máximo que oscila entre 80% y 70.5%.
No obstante, La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL3501 del 17 de agosto de 2022, acogida por esta Corporación entre otras en las providencias del 21 de agosto de 2024, radicado 04-2023-00269 y del 28 de octubre de 2024 radicado 04-2023-00320, ambas con ponencia del Magistrado Germán Darío Góez Vinasco, interpretó de forma más amplia el contenido del 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el art. 10 de la Ley 797 de 2003, en los siguientes términos:

 “Así mismo, la norma también contempla un monto máximo de pensión entre el 80 y el 70.5% del ingreso base de liquidación, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, calculado con base en la fórmula indicada, sin embargo, la parte final del mencionado artículo 34 de forma expresa enfatiza en que, “El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del ingreso base de liquidación”, pero en este caso, sin indicar rango alguno de oscilación. 
Ahora bien, para la Corte lo lógico es, como lo señaló el legislador, calcular el monto inicial de la pensión conforme a la tasa de reemplazo variable en función del nivel de ingresos de cotización, de suerte que, el monto máximo es directamente proporcional al número de cotizaciones adicionales a las mínimas requeridas, es decir, la tasa de reemplazo pende del nivel de ingresos del afiliado y del monto máximo del número de semanas cotizadas; no obstante, las cotizaciones efectuadas a partir del porcentaje máximo del 80% no se computan, ni procede su devolución, en virtud del principio de solidaridad, expresado en ese tope porcentual sobre el límite de salarios mínimos a los que puede llegar el monto de la prestación pensional otorgada por el Sistema General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, con las reformas y adiciones legales ya enunciadas. 
En efecto, la fórmula decreciente estableció que para determinar la tasa de reemplazo se resta a 65.50 los salarios mínimos contenidos en el IBL en cada caso, por tanto, si se vuelve a utilizar ésta para calcular el monto máximo de la pensión, se estaría tomando el nivel de ingresos de cotización para disminuir o castigar dos veces el monto de la pensión, lo cual no tiene justificación alguna, pues con la fórmula se pretende desincentivar el aumento injustificado del ingreso base de cotización, pero en manera alguna limitar el número de semanas necesario para alcanzar el monto máximo de la pensión establecido por la misma norma, salvo la del tope legal ahora vigente de 25 SMMLV. 
No puede perderse de vista que, en un régimen de pensiones basado en cotizaciones contributivas, como lo es el establecido por la Ley 100 de 1993, la cotización se encuentra atada a la actividad laboral desarrollada por el afiliado, bien sea como trabajador dependiente o como independiente, así, aquella es consecuencia directa del trabajo humano que cuenta con una especial protección constitucional, en consecuencia, no existe razón lógica alguna, en criterio de la Corte, que permita la exclusión de las semanas posteriores a las primeras 500 adicionales a las mínimas, necesarias para alcanzar el monto máximo de la pensión, pues ello, sin duda, vulnera el derecho fundamental al trabajo. 
Así las cosas, los afiliados que obtienen una tasa de reemplazo inicial inferior al 65% pueden incrementar el porcentaje con semanas adicionales a las mínimas requeridas, hasta llegar al monto máximo del 80% del ingreso base de liquidación, pues, de lo contrario, la norma no surtiría ningún efecto, ya que con sólo 500 semanas adicionales no se alcanza el monto del 80% del ingreso base de liquidación, que es el máximo que permite la norma. 
Por otro lado, nótese que el incremento de la tasa de reemplazo en un 1.5% del ingreso base de liquidación, por cada 50 semanas adicionales a las mínimas requeridas, corresponde a una forma de estimular el trabajo productivo, como valor fundante del Estado Social de Derecho (…). 
Como quedó visto, la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003 y el Acto Legislativo 01 de 2005, adoptaron unas reglas con el propósito de evitar distorsiones en el monto de las pensiones que reconoce el régimen de prima media con prestación definida, así: i) una tasa de reemplazo para la pensión de vejez calculada con una fórmula decreciente en función del nivel de ingresos de cotización; ii) un incremento del monto de la pensión en función del número de semanas cotizadas, adicionales a las mínimas requeridas; iii) un monto máximo de la pensión de vejez, que no podrá ser superior al 80% del ingreso base de liquidación; iv) un límite a la base de cotización de 25 salarios mínimos legales, sin perjuicio del aumento hasta de 45 smlmv; y v) la prohibición de pensiones superiores a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
(…)
En ese contexto, queda evidenciada la trasgresión impartida por el Tribunal al artículo 34 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 10 de la Ley 797 de 2003, lo que le impidió comprender que el precepto contempla un monto máximo de la pensión de vejez del 80% del ingreso base de liquidación, sin consideración al número de semanas necesario para alcanzar ese tope, pues ello se obtiene de la fórmula general sobre la equivalencia de semanas de cotización a los puntos adicionales a los límites mínimos de la pensión. En estas condiciones, dada la prosperidad del primer cargo la Sala se releva de estudiar el segundo, por lo que se casará la sentencia confutada y, por ello, no hay lugar a la imposición de costas…”

Esta interpretación fue replicada en providencia SL810-2023.

6.2. Naturaleza resarcitoria de los intereses moratorios 

 
 Señala el artículo 141 de la ley 100 de 1993, que “a partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales de que trata esta ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago”. 
 
La norma en comento opera como un mecanismo resarcitorio que se activa ante la tardanza en el pago de las mesadas pensionales derivadas de los riesgos de invalidez, vejez y muerte. El resarcimiento previene de la pérdida del poder adquisitivo del dinero y busca reparar el daño patrimonial que supone la demora en el pago de las obligaciones pensionales a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones. 
 
El carácter particularmente resarcitorio del interés previsto en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo emparenta al mundo de las obligaciones objetivas, pues la norma en comento no se detiene en miramientos particulares o subjetivos, ya que solo basta la mora para que, de iure, asome la obligación de pagar intereses moratorios. En cambio, frente a las sanciones, por su relación directa con la conducta del autor del daño antijurídico, es posible que se hable de causales o circunstancias de exoneración, dentro de la que perfectamente cabe, por ejemplo, la buena fe del moroso. Empero, esto no es lo que ocurre cuando nos referimos a los intereses previstos en el artículo 141 de la ley 100 de 1993. 
 
En este mismo sentido se ha pronunciado en múltiples providencias la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, entre ellas la sentencia No. 26728 de 2006, donde indicó que con este tipo de intereses se pretende la reparación de los perjuicios causados a quien teniendo derecho a la pensión no recibe oportunamente su valor. De allí se abstrae una naturaleza resarcitoria y no sancionatoria. En este orden, el concepto de buena o mala fe del deudor o las circunstancias particulares que hayan conducido a la discusión del derecho no pueden ser considerados para establecer la procedencia de los intereses moratorios. 
 
Cabe aclarar que, por vía de una interpretación jurisprudencial más cercana en el tiempo, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha consentido una especie de excepción insular a la línea jurisprudencial imperante, pues no la recoge del todo, pero la “modera”, en palabras de la misma Corte, “para aquellos eventos en que las actuaciones de las administradoras de pensiones públicas o privadas, al no reconocer o pagar las prestaciones periódicas a su cargo, encuentren plena justificación bien porque tengan respaldo normativo, ora porque su postura provenga de la aplicación minuciosa de la ley, sin los alcances o efectos que en un momento dado puedan darle los jueces en la función que les es propia de interpretar las normas sociales y ajustarlas a los postulados y objetivos fundamentales de la seguridad social, y que a las entidades que la gestionan no les compete y les es imposible predecir”. (Sentencia de casación No. 46602 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.) 
6.1. Caso concreto
Son hechos que se encuentran probados, conforme la documental que reposa en el cartulario, los siguientes:

i. El señor JAIRO ORLANDO OTALORA CENDALES solicitó la pensión de vejez el 27 de agosto de 2019, siéndole concedida la prestación mediante Resolución SUB-282485 del 15 de octubre de 2019, por contar con 2.013 semanas y en virtud de la Ley 797 de 2003. El reconocimiento se efectuó en cuantía de $6.321.616, resultado de un IBL por valor de $8.379.661 y una tasa de remplazo del 75.44%, con fecha de estatus 18 de junio de 2019 y efectividad el 01 de noviembre de 2019
.
ii. El 02 de junio de 2022, el demandante solicitó ante COLPENSIONES el reajuste de la pensión de vejez con una tasa de remplazo no inferior al 80%, así como el reconocimiento a partir del 01 de septiembre de 2019
.
iii. COLPENSIONES, mediante Resolución SUB 259987 del 20 de septiembre de 2022, no accedió al reajuste de la pensión, pero reconoció el retroactivo pensional causado entre el 01 de septiembre de 2019 y el 31 de octubre del mismo año
. Esta decisión fue confirmada mediante Resolución DPE 15526 del 07 de diciembre de 2022

Así pues, para dar solución al problema jurídico planteado, es del caso señalar que no existe reproche alguno frente al IBL -$8.379.661- y el número de semanas -2.013- tenidas en cuenta por COLPENSIONES al momento de reconocer la pensión de vejez y, al estudiar la solicitud de reliquidación.
De acuerdo con ello, partiendo de estos dos elementos definidos por la administradora pensional y acogiendo la interpretación dada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en providencia SL3501 de 2022 y SL810-2023, respecto a la aplicación de la formula establecida en el 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el art. 10 de la Ley 797 de 2003, encuentra la Sala acertada la decisión de la jueza de ordenar el reajuste de la pensión de vejez en un 80% del IBL, conforme a lo siguiente: 
· El salario mínimo para el año 2019 era de 828.116, por lo que el IBL obtenido por la administradora pensional -$8.379.661- equivalía a 10.11 salarios mínimos.

· Al remplazar las variables de la fórmula “r = 65.50 - 0.50 s” con los valores obtenidos por la administradora pensional se tiene que el porcentaje base es 60.45:

r = 65.50 – 0.50 (10.11)

r = 65.50 – 5.05
r=60.45
· El actor cotizó en total 2.013 semanas, es decir, 713 septenarios adicionales a las 1.300 mínimas requeridas, lo que le permitía aumentar el porcentaje en 21 puntos, en razón a 1.5% por cada 50 semanas adicionales.
· Al sumar al 60.45% los 21 puntos adicionales se obtendría una tasa de remplazo del 81,45%, la cual debe ser ajustada al límite máximo del 80%.
Siguiendo este derrotero, al aplicar el porcentaje del 80% a la suma de $8.379.661 establecida por COLPENSIONES como IBL, se obtiene una primera mesada pensional para el 01 de septiembre de 2019 por la suma de $6.703.729, tal como lo estableció la a quo, por lo que deviene la confirmación de la sentencia de primera instancia.

Previo a efectuar la liquidación del retroactivo de las diferencias, es del caso advertir que ninguna suma se vio afectada por el fenómeno prescriptivo, como quiera que la pensión se causó a partir del 01 de septiembre de 2019 y entre la solicitud del reajuste de la pensión de vejez -02 de junio de 2022- y la presentación de la demanda -15 de febrero de 2023- no transcurrió el término trienal.

Así, al mantenerse la liquidación efectuada por la a-quo, al encontrarse ajustado a derecho el valor de la mesada pensional obtenida en primera instancia para los años 2019 en adelante, resultado de actualizar conforme a las variaciones porcentuales del IPC la mesada reliquidada, se ordenará actualizar el monto de la condena en segunda instancia hasta la fecha de corte del mes anterior a la emisión de la presente sentencia, conforme a la siguiente liquidación:
	AÑO
	IPC
	MESADA RELIQUIDADA
	MESADA COLPENSIONES
	DIFERENCIA
	MESADAS
	TOTAL

	2019
	3,80%
	$ 6.703.729,00
	$ 6.321.616,00
	$ 382.113,00
	5,00
	 $1.910.565,00 

	2020
	1,61%
	$ 6.958.471,00
	$ 6.561.837,00
	$ 396.634,00
	13,00
	 $5.156.242,00 

	2021
	5,62%
	$ 7.070.502,00
	$ 6.667.483,00
	$ 403.019,00
	13,00
	 $5.239.247,00 

	2022
	13,12%
	$ 7.467.864,00
	$ 7.042.196,00
	$ 425.668,00
	13,00
	 $5.533.684,00 

	2023
	9,28%
	$ 8.447.648,00
	$ 7.966.132,00
	$ 481.516,00
	13,00
	 $6.259.708,00 

	2024
	5,20%
	$ 9.231.590,00
	$ 8.705.389,00
	$ 526.201,00
	13,00
	 $6.840.613,00 

	2025
	 
	$ 9.711.633,00
	$ 9.158.069,00
	$ 553.564,00
	1,00
	 $553.564,00 

	
	TOTAL
	
	 $31.493.623,00 


Superado lo anterior, de cara a la apelación de la parte demandante, con relación a los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la ley 100 de 1993, debe indicarse que, si bien la jurisprudencia patria ha concluido que tales réditos corren también por la falta de pago de diferencias pensionales, en este caso no hay lugar a los mismos, como quiera que el reconocimiento en sede judicial deviene de un cambio de criterio jurisprudencial a partir de la sentencia SL 3501 del 17 de agosto de 2022, que era imprevisible para COLPENSIONES al momento de liquidar la prestación e, incluso cuando se solicitó el reajuste, como quiera que los efectos de la interpretación de la providencia de casación tan solo se materializaron en la sentencia SL810 del 15 de marzo de 2023, cuando el Alto Tribunal emitió la sentencia de instancia, dentro del mismo proceso en el que se generó el cambio de criterio. 

Incluso, este cambio jurisprudencial como eximente de intereses moratorios fue considerado por la Sala de Casación laboral en la sentencia SL810 de 2023, al concluir que:

“De otra parte, en cuanto al tema planteado por la demandada al formular el recurso de apelación, referido a los intereses moratorios previstos por el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, precisa la Sala que, ciertamente, los mismos no son procedentes, dado que la reliquidación de la pensión se reconoce con fundamento en el criterio jurisprudencial  expresado en la providencia CSJ SL3501-2022, en relación con el monto máximo de la pensión de vejez del 80% del IBL, a lo cual pueden acceder todos los afiliados que causen el derecho al abrigo exclusivamente de la Ley 797 de 2003, sin limitación al número de semanas adicionales a las mínimas que se requieran para alcanzar el porcentaje máximo indicado. (CSJ SL1947-2020; CSJ SL1981-2020 y CSJ 2557-2020). Por esta razón, prospera la excepción de no configuración del derecho al pago de intereses moratorios.

En su lugar, se ordenará la indexación del retroactivo pensional, tanto de las mesadas adeudadas como de las diferencias, dado que es necesario compensar el impacto inflacionario que sufrió el valor de los conceptos mencionados por el simple transcurrir del tiempo desde la fecha en que se causaron hasta que se haga efectivo el pago de la obligación”. 

Conforme a ello, se confirmará igualmente la negativa a reconocer intereses moratorios y, en su lugar, la indexación, por la pérdida del poder adquisitivo de la moneda que no debe soportar el pensionado.

En cuanto a las costas procesales de primera instancia, suficiente es con indicar, en primer lugar, que al haber existido controversia e incluso oposición frente al debate jurídico puesto en conocimiento de la Judicatura, conforme lo faculta el artículo 365 del CGP, hay lugar a condenar en costas a quien resulta vencido en la contienda y, en segundo lugar, en la presente litis quedó acreditado que el actor tenía derecho a la reliquidación de la prestación, por lo cual hay lugar a la imposición de costas a la demandada. 

Finalmente, se abstendrá la Sala de emitir condena en costas, ante la improsperidad de ambos recursos. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 20 de noviembre de 2024, dentro del proceso ordinario laboral promovido por por JAIRO ORLANDO OTALORA CENDALES en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES., actualizando la condena al 31 de enero de 2025, en la suma de  $31.493.623,00 a cargo de COLPENSIONES por concepto de diferencias de las mesadas pensionales causadas entre el 01 de septiembre de 2019 y el 31 enero de 2025, sin perjuicio de las diferencias  que se causen a partir del 01 de febrero de 2025. 
SEGUNDO:  Sin costas en esta instancia.  
Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

La Magistrada y el Magistrado,

Con firma electrónica al final del documento

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Aclara voto
Con firma electrónica al final del documento

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
� Págs. 19 a 28, archivo 03, cuaderno de primera instancia.


� Págs. 29 a 38, archivo 03, cuaderno de primera instancia


� Págs. 40 a 52, archivo 03, cuaderno de primera instancia


� Págs. 60 a 71, archivo 03, cuaderno de primera instancia.
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